Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 9 minutos) 


En nombre de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, tengo el gusto de recibir a los representantes de la Federación 
Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua (FUCVAM). 


SEÑOR FERNANDEZ.- Antes que nada, como Presidente de FUCVAM, quiero agradecer a los señores Senadores por habernos 
recibido. 


Para comenzar, quisiéramos fundamentar nuestra solicitud de entrevista a la Comisión. Por medio de una versión taquigráfica de la 
Cámara de Representantes, nos enteramos de que el señor Director de Ordenamiento Territorial del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, doctor Leis, presentó en Comisión un trabajo que denominó "Política Artiguista de 
Tierras" y que el Ministerio intenta transformarlo en proyecto de ley. Debemos decir que, en realidad, nos preocupan algunas de las 
consideraciones que figuran en ese proyecto. Es por ese motivo que quisimos mantener una reunión con esta Comisión, a los 
efectos de aclarar estos aspectos. 


Nuestra Federación venía planteando, desde hace mucho tiempo, la problemática de la tierra urbana en el país y todo lo que 
significa la falta de un ordenamiento territorial y una cartera de tierras, en virtud de que, principalmente en los últimos años, los 
asentamientos irregulares han avanzado sustancialmente -como es público y notorio- a pesar de que este país no tiene un 
crecimiento demográfico importante. O sea, los asentamientos marginales avanzan mucho más rápido que el crecimiento de la 
población. También consta en varios documentos de nuestra Federación -que reclama, por lo menos desde 1974, la cartera de 
tierras que, de alguna manera, existió en épocas de la Dirección Nacional de Viviendas- que pensamos que no hubo en el país 
políticas habitacionales tendientes, principalmente, al ordenamiento territorial y a la prevención de los asentamientos marginales. 


En este marco y analizado el proyecto, a nosotros nos parecía conveniente, antes de que el mismo tomara los estados 
parlamentarios correspondientes, poder hacer hincapié en algunos de sus aspectos que nos parecen fundamentales. 


En primer lugar, quiero decir que a nosotros nos parece importante que sea el Estado mismo quien hoy asuma la responsabilidad y 
la iniciativa con respecto a contar con políticas de ordenamiento territorial. Digo esto porque, precisamente, lo que nosotros 
reclamábamos es que el Estado asumiera ese compromiso de ordenar el territorio, sobre todo el urbano, que es el que nos 
preocupa. 


En segundo término, debo señalar que a lo largo de los años, nosotros también hemos tenido enormes dificultades para que 
nuestras cooperativas tuvieran acceso a la tierra urbana. Algunos municipios, en forma puntual, han otorgado tierras a nuestra 
Federación y con la Intendencia Municipal de Montevideo hemos venido concretando diferentes convenios desde el año 1990. 
Entonces, en este sentido, nosotros veíamos como altamente positivo el proyecto de ley. Sin embargo, destacamos algunos 
aspectos porque nos parece que generarían algunas dificultades; esto lo manifestamos nosotros y también lo expresó el doctor 
Leis. 


Me refiero a que hay tierras del Estado ociosas -de diferentes organismos- que hoy no están cumpliendo ningún rol y nos parece 
que podrían ser adjudicadas para la construcción de distintos tipos de viviendas. Por otro lado, se nos plantea el problema de saber 
qué va a pasar -esta sería una primera etapa prevista en el proyecto de ley- después y cómo se va a solventar la compra, la 
expropiación o las demás políticas que están previstas en la iniciativa, a los efectos de seguir trabajando en esta cartera de tierras. 


Otro de los aspectos del proyecto de ley que para nosotros presentaría algunas dificultades, es que el mismo prevé, incluso, que 
algunos de estos lotes serían hasta sin servicios. Creemos que esto va contra el mismo espíritu de la Ley Nacional de Viviendas -la 
N* 13.728 y sus modificativas- pero, además, de alguna manera, no resuelve los problemas principales de marginalidad y de 
pobreza, que son los que a nosotros más nos preocupan. Digo esto, en virtud de que lo único que se haría es darle seguridad al 
ciudadano que accede a alguna de estas tierras en cuanto a la propiedad de la misma, pero no asegura políticas habitacionales o 
de vivienda destinadas a la solución del problema principal, que es el relativo a la vivienda misma. 


De alguna manera, decimos -tratando de ser gráficos, pero sin querer ser groseros- que el Estado, en lugar de promover o tratar de 
solucionar la situación de los asentamientos irregulares, en este caso estaría incentivando los asentamientos regulares. Pensamos 
que ninguna de estas políticas de tierra puede aplicarse sin una política de viviendas que la acompañe. Por lo tanto, de esta forma 
se pueden resolver problemas de extensión de la ciudad, pero no los de marginalidad. 


Por otra parte, creemos que las políticas habitacionales deben destinarse, precisamente, a lo que en otros tiempos fueron nuestras 
ciudades, es decir, a un crisol o un abanico de diferentes sectores sociales y económicos de la población. De lo contrario, va a 
pasar lo que sucede actualmente con los núcleos básicos evolutivos. Dejando de lado la discusión sobre su calidad, pensamos que 
desde, el punto de vista social, terminan siendo bolsones de pobreza dentro de la propia ciudad, sin posibilidad de intercambio con 
otros sectores sociales. En definitiva, la marginalidad continúa, así como también los problemas que ésta conlleva, tales como la 
falta de seguridad, etcétera. 


Otro de los aspectos que presenta algunas dificultades, tiene que ver con el hecho de que el proyecto de ley que maneja el doctor 
Leis no contempla la situación de las cooperativas o de los grupos asociados; principalmente, está destinado a dar soluciones de 
carácter individual. 


Dejar de lado al sistema cooperativo sería un error, precisamente, por lo que éste ha significado en nuestro país en cuanto al 
desarrollo social, más que por su producto arquitectónico. En general, este producto es muy bueno, ya que el movimiento 
cooperativo aprovecha en mejor forma los mismos recursos con que se construyen otras soluciones de menor calidad y construye, 


desde el punto de vista arquitectónico, mejores complejos. Además, sin duda, el resultado a nivel social, con el involucramiento de 
los participantes de los proyectos en cada una de las actividades, lleva a que, en realidad, muchas veces las cooperativas cumplan 
o suplanten algunas de las funciones que deberían ser llevadas a cabo por el Estado. 


Basta reconocer, por ejemplo, nuestras policlínicas, guarderías, bibliotecas, salones comunales con actividades de educación 
física, etcétera. Entonces, para nosotros sería muy grave que esto no se tuviera en cuenta. 


Es justo decir que también hemos sido llamados por el doctor Leis a los efectos de conversar sobre todos estos aspectos. Creemos 
haber encontrado en él una buena disposición para mejorar algunas de las situaciones que hemos planteado. 


Luego de presentar este panorama un poco amplio sobre el tema, si los señores Senadores están de acuerdo, cederíamos el uso 
de la palabra a los compañeros de la delegación, a fin de que abunden sobre otros aspectos. 


SEÑOR GONZALEZ.- En mi calidad de Secretario General de FUCVAM, debo decir que el señor Fernández ha sido bastante claro 
en lo que tiene que ver con los aspectos generales del proyecto. 


Queremos remarcar que estamos absolutamente de acuerdo con la constitución de una cartera de tierras a nivel estatal; esto es 
básico y no se puede pensar en soluciones habitacionales sin el involucramiento del Estado en un elemento tan central como es la 
tierra urbana. Nos preocupa que estas tierras no tengan servicios. Generar la posibilidad de que, individualmente, sectores -como 
se plantea en el propio proyecto- de extrema pobreza puedan tener lotes de tierras sin servicios, es crear un costo mucho mayor al 
conjunto de la sociedad, en la que se van a provocar verdaderos caos urbanos, tal como hoy existen en la trama urbana de 
Montevideo y de algunas capitales del interior. La experiencia de los lotes sin servicios en el conjunto del continente 
latinoamericano ha sido nefasta, porque de allí se pasa a un bolsón realmente insalubre para la propia gente, cuando se desea 
colaborar para aumentar su nivel de vida. 


Además, entendemos que un elemento central es que se hable de una cartera de tierras contando, en una primera instancia, con 
organismos estatales que tendrían tierras ociosas. Estamos de acuerdo con ello, puesto que sabemos que hay muchas tierras 
ociosas del Estado que, perfectamente, se podrían adjudicar a la cartera de tierras. Sí creemos que la cartera debe tener un 
financiamiento, porque no se sabe, en realidad, con cuántas hectáreas se cuenta. Si se trata de tierras sin servicios, es 
absolutamente imposible pensar en tener a 500 ó 600 familias sin saneamiento. 


Por lo tanto, acompañamos la voluntad política del doctor Leis de tener una cartera de tierras, pero creemos que hay que colaborar 
sistemáticamente en un trabajo serio a fin de que las mismas sean otorgadas con servicios. Además, se debe admitir lo que 
planteaba el compañero Fernández, es decir: si algunas personas quieren tener un lote individual, bárbaro, pues cada uno es 
dueño de su destino, pero también las distintas modalidades del país tienen que ser contempladas en este proyecto de cartera de 
tierras. Por otra parte, se toma como ejemplo el caso de MEVIR, que nosotros saludamos en términos de resolución de la vivienda 
para algunos sectores, pero en el casco urbano de la ciudad, creemos que no se pueden desconocer las cooperativas de vivienda, 
así como otras modalidades. 


En primer lugar, nuestra preocupación es que no se aliente la esperanza en los sectores de extrema pobreza de que se les podrá 
dar una tierra que no va a tener servicios; en segundo término, que no se involucre al Estado en resolver el problema elemental 
habitacional encima de esa tierra que implica que Juan lo puede solucionar con nylon, Pedro con bloque, otro con madera, 
etcétera, con lo que vamos a reproducir lo que ya es una realidad tan tangible en una ciudad en la que hay 55.000 f amilias de 
orientales viviendo en asentamientos irregulares. 


Por otra parte, como FUCVAM, queremos dejar clara la preocupación en cuanto a que de los U$S 220:000.000 aprobados para la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto para regularización de asentamientos -según lo indican las cifras oficiales- en realidad no 
se han visto; al respecto se han tenido serias dificultades porque luego de que las familias son asentadas, difícilmente puede 
llevarse a cabo una regularización. 


SEÑOR MILLOR.- Como es habitual, la Comisión no acostumbra a discutir sobre lo que la delegación plantea, pero quisiera saber 
si aparte del planteamiento -que obviamente queda en la versión taquigráfica, y por ello es más fácil de estudiar- han traído algún 
material escrito o memorándum. 


SEÑOR GONZALEZ.- Sí, señor Senador, fue entregado un memorándum con las recomendaciones de FUCVAM. 
SEÑOR MUJICA.- Se me ocurre una pregunta sobre cosas que de ninguna manera tengo claras. 


Hace pocos días, aquí, gente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de la Intendencia Municipal 
de Montevideo vertía información sobre la expansión del conjunto de servicios que supone el avance de una sociedad 
medianamente moderna como la nuestra, que termina significando, por manzana, U$$ 300.000 o U$$ 400.000, lo que no es de 
ninguna manera una cifra secundaria como para no tenerla en cuenta. 


La tendencia contemporánea que particularmente se da en las grandes ciudades -aunque la cuestión de los asentamientos no es 
un problema únicamente de las capitales- y que todos debemos reconocer que tiene un peso creciente por otros factores, es 
cuando hablamos de lotes con servicios y los confrontamos en términos de costo global social. ¿Cómo queda parada esa imagen 
pensando en tierras de la periferia y de la ciudad y expropiaciones en las manzanas del centro, que están quedando vacías y que 
constituyen un gran problema? No tengo claro el tema; por lo tanto, si ustedes tienen opinión, personalmente me gustaría 
conocerla. 


SEÑOR GONZALEZ.- Justamente, lo que plantea el señor Senador Mujica es uno de los problemas graves. El centro se 
despuebla, crece la periferia y, por tanto, el gasto del conjunto de la sociedad. Tanto el Ministerio como la revista "Propiedades" 
manejan datos en cuanto a que hay una importantísima cantidad de tierras y de edificios no ocupados. Voy a poner un ejemplo 
concreto, el de la calle Paraguay rumbo a la estación de ferrocarriles, donde antaño había barracas y donde hoy se pueden brindar 
todos los servicios, es decir, luz, agua y saneamiento. 


Si no hay una política habitacional que pueble el centro de la ciudad, el gasto del conjunto de la sociedad y, por supuesto, del 
Estado, será multimillonario. Por eso decimos que si a los sectores de extrema pobreza le damos tierras en la periferia, la gente 
reclamará servicios. 


El que no tiene ni un peso se instalará donde sea, y ninguno de nosotros tiene autoridad moral para decirle que no; pero después 
que se instaló, obviamente va a requerir los servicios. Ese es el gran problema de esta cartera de tierras: o se entregan con 
servicios o se puebla el centro de la ciudad. 


Invito a los señores Senadores a que conozcan el impresionante esfuerzo que estamos haciendo en la Ciudad Vieja de 
Montevideo, en donde se han hecho cuatro reciclajes, en los que se tomaron materiales de antaño que pueden servir y se 
construyeron viviendas que tienen todos los servicios a su alrededor. El costo de cada vivienda de la Cooperativa COVICIVI - 
cualquiera de ustedes puede verla en las bóvedas- con la infraestructura incluida, es 1.100 UR, que es el costo de un núcleo básico 
evolutivo que hoy da el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Estas familias que pertenecen a 
sectores nacidos y criados en la Ciudad Vieja ahora viven con vista al mar. 


Pensamos que la operativa habitacional debe funcionar en el centro de la ciudad. Reducto, Aguada y Cordón, son zonas 
adecuadas. Caminemos, por ejemplo, por la calle Víctor Haedo y veremos el lugar donde se guardaban los viejos trolleybuses de 
AMDET, que hoy es propiedad municipal, cayéndose a pedazos, con una operativa de doce funcionarios y dos camiones que 
entran cada mañana. Y estamos hablando de una manzana íntegra. Por su parte, el predio del ex conventillo Medio Mundo va a 
tener, en pleno San Salvador, 220 viviendas para sectores populares. 


Conclusión: la periferia es un pésimo negocio para el conjunto de la sociedad. De manera que de lo que se trata es de revertir y 
poblar las zonas que ya tienen servicios. Me parece que la Comisión podría empujar en este sentido. Por otra parte, el Ministerio 
tiene datos de propiedades semiobsoletas en pleno centro de la ciudad y sin habitar que hoy cuentan con todos los servicios. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Corroborando lo que plantea el señor González, creo que de lo que se trata, en primer lugar, es de 
voluntad política y de recursos. Voluntad, en el sentido de transformar la ciudad en un tejido urbano activo. 


Me parece que lo principal aquí es buscar la coordinación de políticas habitacionales. 


No podemos pensar en que el Municipio continúe teniendo por su lado una política de tierras y que el Ministerio -así está planteado 
en el proyecto de ley- se haga cargo del ordenamiento territorial, pero que esto no tenga coordinación con la propia política de 
vivienda de esta Cartera. 


Eso sería un error gravísimo, porque aquí tiene que haber coordinación entre los Municipios y los organismos encargados de las 
políticas estatales de vivienda. En ese sentido, hace falta mucha voluntad para ahorrar, precisamente, en materia de costos. Hablo 
de voluntad y voy a explicar en qué sentido. Por el alto costo que tiene la tierra en los lugares más céntricos o servicios de la ciudad 
quizá no resulte accesible a sectores populares que todos sabemos tienen recursos limitados. Por lo tanto, se requiere de un 
subsidio por parte del Estado. ¿Qué es lo que se puede pensar? Tal vez, que esos subsidios sean una pérdida para el Estado, pero 
si lo miramos en la perspectiva general de lo que supone la extensión del transporte, el saneamiento, los centros educativos, la 
seguridad, la iluminación, en fin, todo lo que implica una vivienda, veremos que es probable que le estemos ahorrando a la 
sociedad aun cuando estemos destinando recursos para los beneficiarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial les agradece la información brindada. 


(Se retira de Sala la delegación FUCVAM) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


